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Informe de las organizaciones de personas con discapacidad relacionado con la lista de cuestiones que el Comité Internacional le planteó al Estado costarricense en setiembre, 2013

I. Introducción

Las organizaciones de personas con discapacidad de Costa Rica, especialmente las que estuvieron involucradas en la elaboración del Informe Alternativo, que fue enviado al Comité Internacional sobre los derechos de las personas con discapacidad, recibieron con mucho interés la lista de cuestiones que el comité le entregó al Estado costarricense en setiembre del 2013.

Se observó la oportunidad, claridad y pertinencia de la lista de cuestiones, que reflejan que el país tiene muchas materias pendientes en lo referente a la aplicación efectiva y con resultados medibles en su impacto, de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad (CDPD).

Valga indicar que hasta donde se tiene noticia (inicios de febrero, 2014), el Estado de Costa Rica todavía no ha dado respuesta al Comité acerca de las cuestiones formuladas. Asimismo no se sabe si, finalmente, habrá un documento oficial que responda, total o parcialmente, esa lista de cuestiones. Por nuestra parte, las organizaciones de personas con discapacidad hemos realizado un significativo esfuerzo con el fin de dar seguimiento al documento del Comité “CRPD/C/CRI/Q/1 del 13 de setiembre, 2013” y fruto de ese esfuerzo, es que elaboramos el presente documento.

Hemos de indicar que después de que la delegación de las organizaciones de personas con discapacidad que compareció ante el Comité Internacional el 11 de setiembre, 2013 para ampliar y reforzar temas incluidos en el informe alternativo, regresó a Costa Rica, se abocó a divulgar lo acecido en Ginebra. En función de tal propósito se divulgó un comunicado de prensa que se anexa al presente informe (Anexo 1). Asimismo, el diario “La Nación” publicó un artículo sobre el tema, que también se anexa. (Anexo 2).

Por otra parte, el Foro por los Derechos de las Personas con Discapacidad y el Instituto Interamericano sobre Discapacidad y Desarrollo Inclusivo (IIDI) organizaron una actividad para informar sobre el encuentro con el Comité del 11 de setiembre y la lista de cuestiones. A la actividad fueron convocadas las organizaciones de personas con discapacidad, instituciones públicas vinculadas con el tema y medios de comunicación. Fue una concurrida y exitosa actividad.

Entre setiembre pasado y el momento actual, se desarrolló en el país el proceso electoral para elegir Presidente y las y los legisladores para el cuatrienio 2014-2018. Las organizaciones de personas con discapacidad, encabezadas por la REDNOPEDIS en conjunto con la Unidad sobre Discapacidad de la Asamblea Legislativa, la Defensoría de los Habitantes y el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE), organizaron un debate de las y los candidatos presidenciales, centrado en los derechos de las personas con discapacidad. Fue una rica actividad en la cual participaron siete candidatos, en la que se puso de relieve la falta de cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad, particularmente en materia de educación, empleo y accesibilidad física y comunicacional. 

Es oportuno subrayar que hubo elementos de este proceso electoral que manifestaron incumplimiento con respecto a derechos de las personas con discapacidad, que se incluyen en el cuerpo del presente informe.

Otro componente que enmarca este documento, es que en noviembre, 2013, el prestigioso Informe del Estado de la Nación
, en su décima edición, constata que la pobreza se mantiene en el país en un porcentaje cercano al 20 % y –lo más preocupante--que Costa Rica muestra en el último período gubernamental (iniciado en el 2010), que sus indicadores de desigualdad social, han crecido. La brecha entre ricos y pobres supera, incluso, a países latinoamericanos como Venezuela, El Salvador, México y Argentina, según este estudio, con base en datos del Comisión Económica para América Latina (CEPAL)
.

La investigación revela que en una década, Costa Rica fue el único país en la región latinoamericana que aumentó su coeficiente de Gini (medidor de desigualdad). Éstas sin duda son malas noticias para las personas con discapacidad y sus familias, que son afectadas por el círculo vicioso entre pobreza y discapacidad.

Por último, se ha de indicar que en este informe no abarcamos, con reforzamiento argumental y actualización informativa (que denominamos OBSERVACIONES), todos los temas abordados por el Comité en la lista de cuestiones para Costa Rica sino que nos concentramos, especialmente, en los temas que priorizamos en el Informe Alternativo y otros de los cuales contamos con alguna información de valor. Esto es igualmente válido para las RECOMENDACIONES, que incluimos en nuestro documento.

En relación con el formato de este documento, lo que se hizo fue colocar primero y enmarcadas las cuestiones emanadas por el Comité sobre las que reaccionamos. En segundo lugar, se colocaron nuestras observaciones a los temas abordados y, finalmente, aparecen las recomendaciones formuladas ante cada cuestión o tema.

II. Observaciones y recomendaciones

Artículo 1 - Propósito

1. Sírvase indicar la terminología utilizada en la legislación, políticas y otras normas vigentes en el Estado  Parte, para referirse a las personas con discapacidad. Asimismo, por favor informe si se han avanzado medidas para erradicar el uso de términos en la legislación nacional tales como “impedido”, “insano”, “enfermo” y “desvalido”.

2. Sírvase informar los términos en que se valora la discapacidad para fines de asistencia, sea ésta médica, social, económica u otra, y si estos criterios son congruentes con la Convención  (párrafo 40 del informe inicial del Estado Parte).

OBSERVACIÓN/ ARTÍCULO 1/ Propósito

1. En sentido general, la situación de uso inapropiado de la terminología para referirse a las personas con discapacidad,  prevalece tanto en normas y políticas vigentes; sin embargo hubo un pequeño paso de avance reciente en el ámbito legislativo (febrero, 2014), al aprobar el Congreso de la República el proyecto de reformas a la Ley 7600 (Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad, mayo, 1996/ proyecto número 18 283), en el cual se adecuan los conceptos de “discapacidad” y “accesibilidad” exclusivamente en la ley 7600, en arreglo a lo establecido por la Convención.
Es por ello que no obstante este pequeño avance en una ley específica, se puede afirmar que en la casi totalidad de los documentos legales del país, se mantiene el uso de una  terminología peyorativa a referirse a las personas con discapacidad. En este sentido, no se ha evidenciado ninguna acción por parte del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE), denominado “ente rector en discapacidad”, para promover el uso de la terminología adecuada. Por ejemplo, se sigue utilizando términos tales como “enfermos desvalidos” en referencia a las personas con discapacidad, en la misma Constitución Política y otros términos como: insanos, incapaces e inválidos en otros instrumentos normativos.
Es importante apuntar también que en el mencionado proyecto de reformas no se incluyó ninguna disposición orientada a desarrollar el tema de ajustes razonables en función de facilitar su aplicación.

Esta situación descrita de tan limitado avance en la implementación de la Convención en el ámbito de la terminología apropiada, contrasta con el hecho de que el tratado internacional tiene rango supra legal, de acuerdo al artículo 7 de la Constitución Política
 del país e, incluso, supraconstitucional en fallos o votos de la Sala Constitucional, por tratarse de un tratado internacional de derechos humanos.

2. En los servicios de salud y asistencia social que se prestan a las personas con discapacidad, los términos más utilizados son invalidez e incapacidad; no hay una mención explícita del término “personas con discapacidad”.
RECOMENDACIÓN/ ARTÍCULO 1:

1. Que el Estado costarricense  tome las medidas necesarias para armonizar la totalidad de su normativa interna y políticas públicas relacionadas con personas con discapacidad, a la terminología adecuada que reconoce la dignidad y los derechos de las personas con discapacidad, según lo establece la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad.
Artículo 4 – Obligaciones generales del Estado

4. Sírvanse proporcionar información sobre las medidas concretas que el Estado parte ha tomado para armonizar su legislación nacional, en particular, la Ley No. 7600 (1996) sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y su reglamento, con la Convención (párrafos 20 y 235).

5. Sírvanse informar sobre el proceso de adopción y los contenidos sustantivos de la Política Nacional en Discapacidad (PONADIS), y si para su formulación se llevaron a cabo consultas con las organizaciones de personas con discapacidad a nivel nacional. Además, sírvanse proporcionar información actualizada y detallada sobre la Política Nacional de Discapacidad 2011-2021 (párrafos 140, 142). Por favor indiquen, cómo dicha política incorpora el modelo de derechos humanos propuesto por la Convención. Así también, sírvanse indicar cómo incorpora el tema de la discapacidad el Plan Estratégico Nacional de Salud, 2010-2015 (párr. 35).

6. Por favor explique los mecanismos utilizados para consultar a las organizaciones de personas con discapacidad en la adopción de leyes y políticas, así como en otros procesos de toma de decisiones.

OBSERVACIÓN ARTÍCULO 4/ Obligaciones generales del Estado: 

4. En términos generales el marco jurídico de los derechos de las personas con discapacidad en Costa Rica  es extenso, pese a esto el nivel de cumplimento de estas disposiciones dista mucho de ser efectivo y satisfactorio. La característica general ha sido que se aprueban leyes pero el Estado no asume, ni el cumplimiento efectivo, ni la fiscalización para garantizar que los demás actores de la sociedad cumplan.
Se puede considerar un logro la aprobación reciente (febrero, 2014) del mencionado proyecto de reformas a la Ley 7600, proyecto número 18 283, ya que, además de lo indicado con respecto a la adecuación de los conceptos de “discapacidad” y “accesibilidad”, se establecen multas más severas para quienes incumplan la legislación en discapacidad, se busca  garantizar la libertad de acceso al transporte e infraestructura a las personas que utilizan productos de apoyo o animales de asistencia, y plantea sanciones para los conductores que se estacionen en lugares exclusivos para vehículos debidamente identificados para transportar a personas con discapacidad, entre otras medidas. Empero para que este proyecto sea ley todavía falta la firma de la Presidencia de la República y en caso que sea promulgado, queda pendiente para que se pueda aplicar la reglamentación correspondiente.

No obstante este avance relativo es oportuno indicar que no existe ninguna iniciativa legislativa orientada a armonizar la legislación nacional, incluida la ley 7600 y su reglamento, con las disposiciones de la CDPD.

5. En lo referente a la  Política Nacional en Discapacidad (PONADIS), pasa lo que ocurre con las demás políticas y legislación a favor de las personas con discapacidad, simplemente se anuncia en los medios de comunicación y luego no se aplica (es decir, “duerme el sueño de los justos”). Una vez que desaparece el ruido mediático, las entidades responsables no le dan el seguimiento necesario y, mucho menos, la supervisión y fiscalización requeridas para garantizar su efectivo cumplimiento. 

En lo que concierne al Plan Estratégico Nacional de Salud, 2010-2015 (párr. 35), podemos afirmar que ni siquiera ha sido suficientemente divulgado; por lo cual hay un extendido desconocimiento de este plan. Consecuentemente, produce los efectos que corresponden a una política inexistente.

6. Tanto en la formulación de la Política Nacional en Discapacidad (PONADIS) como, en sentido general, en normas y políticas relacionadas y de interés para las PcD, no ha existido un cumplimiento estricto de lo que indica el párrafo 3 del artículo 4 de la CDPD. No se han promovido actividades donde las personas adultas con discapacidad así como las niñas y niños con discapacidad,  a través de sus organizaciones representativas, son debidamente consultadas. 

Por lo general, el CNREE convoca a las organizaciones legalmente constituidas e inscritas, informa de la iniciativa y se discute el tema pero no se otorga el tiempo requerido para que las organizaciones analicen la propuesta y formulen ideas que modifiquen lo propuesto. De esta manera las consultas no adquieren el carácter vinculante que potencie políticamente a las personas con discapacidad y sus organizaciones. Valga subrayar aquí que incluso en el mismo CNREE se ha planteado la idea de que no hace falta este tipo de consultas a las organizaciones de personas con discapacidad, ya que están representadas en la Junta Directiva en una proporción de 4 entre 15 y al pronunciarse estos representantes de las organizaciones de personas con discapacidad, ya se estaría cumpliendo la obligación de consulta fijada en el artículo 4 de la CDPD. Claro está que una interpretación tan restrictiva, no cumple ni el espíritu ni los alcances del Articulo 4. 3., ni los principios del tratado, particularmente,  el principio de igualdad de oportunidades.

De las escasas consultas realizadas por el CNREE, específicamente la realizada para evaluar un reglamento sobre programas que brindan subsidios a la población con discapacidad (el cual ni siquiera responde a las necesidades reales de las personas con discapacidad ya que nos las llenan satisfactoriamente), presentó una situación irregular ya que las sugerencias ofrecidas por las organizaciones de personas con discapacidad no fueron tomadas en cuenta. Incluso, sugerencias correctivas de contenidos que iban en sentido contrario a las disposiciones de la Convención, fueron completamente ignorados por los funcionarios del CNREE. Eso mismo sucedió con el uso de vocabulario inapropiado, por tener carácter discriminatorio y responder al modelo médico-rehabilitador.

Cuando tal reglamento fue solicitado por representantes de las organizaciones de personas con discapacidad para corroborar que éste  las sugerencias y propuestas formuladas según lo que sugerimos, la Junta Directiva del CNREE se negó a entregarlo aduciendo que el mismo apenas estaba siendo valorado por tal cuerpo colegiado. De esta manera, se infringió así no solo disposiciones legales internas, sino también la Convención en el párrafo 3 del artículo 4. 

RECOMENDACIONES/ ARTÍCULO 4:

1. Que el Estado costarricense, por medio del CNREE desarrolle una acción fuerte, clara y articuladora de distintas iniciativas, orientada a armonizar la Ley 7600 y la legislación nacional, a lo dispuesto por la CDPD; tomando como punto de partida el trabajo realizado en el año 2008 por un bufete de abogados “pro-bono” , que se centró en los cambios requeridos para armonizar la ley 7600 a lo establecido por el tratado de Naciones Unidas.

2. Que el CNREE revise rigurosamente la PONADIS a la luz de las disposiciones de la Convención y, por consiguiente, de las obligaciones contraídas por el Estado costarricense, con el fin de implementar, en forma efectiva, los derechos de las personas con discapacidad.
3. Que el Estado costarricense, en general y el CNREE en todo lo que le concierne en materia de discapacidad, realice las consultas oportunas, estrechas y con carácter vinculante a las personas con discapacidad adultas y a las niñas y niños con discapacidad, mediante sus organizaciones representativas, cumpliendo con rigor, el espíritu y letra de la Convención, en su artículo 4, inciso 3.

Artículo 5 – Igualdad y no discriminación

7. Sírvase indicar si se ha definido la discriminación por motivo de discapacidad en alguna normativa vigente que pretenda prevenirla y eliminarla, y si ésta incluye la denegación de ajustes razonables como una de sus formas.

8. Por favor informe sobre las medidas adoptadas por el Estado Parte para proteger a todas las personas con discapacidad, incluyendo a personas indígenas, mujeres y niños con discapacidad, de la discriminación múltiple.

OBSERVACIÓN ARTÍCULO 5/ Igualdad y no discriminación:

7. No existe una definición específica de “discriminación por motivo de discapacidad” en la normativa costarricense. Se sigue haciendo referencia sólo a motivos de religión, género y otros pero no discapacidad. Tampoco existe norma alguna que en forma explícita ofrezca garantía de que se harán ajustes razonables.

Existe una referencia sobre discriminación en la Constitución Política, pero no hace mención específica a la discapacidad.

8. Tampoco se registran políticas y acciones del Estado, dirigidas a combatir y erradicar distintas formas de discriminación múltiple que involucre discapacidad, género, condición etárea o étnica. Existe insuficiente o nula coordinación entre las instituciones públicas que atienden estas áreas temáticas.
Tal y como indicamos en el informe alternativo (agosto, 2013), la situación de las personas indígenas con discapacidad es muy desfavorable, como consecuencia de la discriminación múltiple que les afecta en la cual discapacidad se combina con su condición étnica y de pobreza, entre otros factores. En el último periodo que va desde la elaboración del citado informe alternativo hasta el presente febrero, 2014, no se ha desarrollado ninguna acción o iniciativa gubernamental dirigida a mejorar la situación que enfrentan los y las indígenas con discapacidad en el país.
La única señal esperanzadora la constituye el hecho que en el año 2008 se inició un proceso de organización de los y las indígenas con discapacidad, que hace que en el momento actual existan diez organizaciones debidamente constituidas, ubicadas en distintas regiones donde habitan pueblos originarios. Este proceso de organización y progresiva toma de consciencia política se refleja en la mayor incidencia que han venido realizando en diversas instituciones públicas. Parte de este esfuerzo de participación e incidencia política se refleja en su involucramiento activo en el proceso de elaboración del informe alternativo, a través de reuniones y contribuciones escritas.
Otra situación de discriminación se manifiesta en relación con la juventud con discapacidad. Para ilustrar esta situación indicamos que no obstante la política gubernamental que --en teoría-- incluiría a la juventud con discapacidad, la práctica no es consecuente con esa política. El Gobierno, a través de la Ley número 8718 de reforma a la Junta de Protección Social, que organiza y administra las loterías-- asigna el 40% de las utilidades obtenidas para el Consejo de la Persona Joven (CPJ), con el fin de que esta entidad desarrolle programas de capacitación y recreación para las personas jóvenes con discapacidad; empero, la juventud con discapacidad se ve afectada por la sub ejecución de esos recursos por parte del Consejo de la Persona Joven.

Esta sub ejecución se agrava por falta de divulgación y exceso de trámites y requisitos para que las organizaciones, tanto de personas con discapacidad como cualesquiera otras interesadas, puedan presentar proyectos a favor de las personas jóvenes con discapacidad. Esto ha provocado que se dejara de ejecutar un aproximado de cuatro millones de dólares en el 2013; recursos que podrían haber sido de mucho beneficio para  el desarrollo integral de personas jóvenes con discapacidad. 

RECOMENDACIONES/ ARTÍCULO 5

1. Que el Estado de Costa Rica promueva la revisión de la normativa vigente en materia de discriminación e incluya la “discriminación por motivos de discapacidad” como una forma prohibida de discriminación, incorporándola en la Constitución Política costarricense; asimismo que estos cambios normativos incluyan la denegación de ajustes razonables como una de las formas de discriminación. 

2. Que el CNREE articule con las instituciones públicas que velan por los derechos de la niñez, adultos mayores, indígenas y afro descendientes, una política inclusiva y transversal orientada a prevenir y eliminar todas las formas de discriminación múltiple.

3. Que el Estado costarricense, a través de la entidad encargada de velar por el desarrollo e inclusión social de los pueblos indígenas, tome mayor consciencia de la situación y los derechos de las y los indígenas con discapacidad y desarrolle una política pública y acciones encaminadas a su inclusión social y a la reducción progresiva de sus condiciones de pobreza. Igualmente que en el diseño y construcción de esta política y cualesquiera otra que les concierna a los indígenas con discapacidad, se les consulte de manera estrecha y en colaboración activa, y que tal política sea elaborada en estricto apego a la legislación indígena nacional e internacional y a su propia cosmovisión.

4. Que el Estado costarricense, a través del Consejo de la Persona Joven (CPJ), establezca un mecanismo de comunicación directa con las organizaciones organizaciones de personas con discapacidad para dar a conocer la existencia de estos recursos y los requisitos para acceder a ellos. Además el CPJ debe crear un procedimiento ágil y seguro para que las personas jóvenes con discapacidad puedan disfrutar de los beneficios que se estipularon en la mencionada Ley 8718.  

Artículo 9 – Accesibilidad

12. Por favor informe sobre legislación armonizada con la Convención que regule la plena accesibilidad en el entorno físico, el transporte, la información y comunicaciones; asimismo, sírvase informar si existen planes para lograr la plena accesibilidad en todos estos ámbitos a nivel nacional, tanto en áreas urbanas como rurales. Por favor informe sobre los avances en la accesibilidad al transporte público terrestre.

OBSERVACIÓN ARTÍCULO 9/ Accesibilidad:

12. Costa Rica adolece de una política integral sobre accesibilidad, ni se ha promovido alguna norma que armonice este tema a las disposiciones de la CDPD. Como aspecto positivo fueron creadas las comisiones municipales de discapacidad (COMAD), mediante ley No.8822 y publicada en la Gaceta No.110 del 8 de junio del 2010. 

Originalmente el propósito de las CIMAD era la aplicación de la ley 7600; sin embargo, con la entrada en vigor de la CDPD se amplía su base normativa. Lo negativo es que las COMAD no se han creado en la totalidad de 81 cantones o municipios del país. Sólo 18 han sido formalmente constituidas (22,22 % del total) y, estrictamente, sólo una (Cantón central de Heredia) ha tenido un impacto reconocible. La mayoría de las que han sido creados tiene una incidencia e impacto limitados, particularmente por la escasez de recursos que destinan los gobiernos locales en materia de accesibilidad.

Algo similar en las instituciones públicas, en las cuales han debido crearse las Comisiones Institucionales de Accesibilidad y Discapacidad (CIAD). Aún cuando esta debe valorarse como una necesaria y positiva iniciativa, el hecho real es que muy pocas han funcionado y, en general, su impacto es muy limitado. En alrededor del 70 % de las instituciones públicas se han creado CIAD pero de ese número escasamente un 10 % están funcionando porque las autoridades no le han dado el valor e importancia que deben tener estas comisiones.
El otro aspecto a destacar es el problema de accesibilidad comunicacional e informativa, que se puso de manifiesto en el desarrollo de la campaña electoral de setiembre, 2013-febrero, 2014, en el cual las personas sordas no tuvieron acceso a componentes relevantes de la campaña como lo fueron las cuñas televisivas de casi todos los partidos políticos y, especialmente, los debates presidenciales televisados, debido a que no se utilizó ni lengua de señas, ni sub titulación.

En relación con el acceso al transporte colectivo en la modalidad de autobuses de ruta no ha habido ningún progreso, con respecto a lo informado en el informe alternativo de agosto, 2013. El anexo 3 de este informe ilustra la situación de problemas de accesibilidad en el transporte y otros ámbitos y la preocupación que expresa la Defensoría de los Habitantes ante el persistente problema.

De acuerdo a lo que se estableció en una reforma a la Ley 7600 sobre este tema, el Estado y las empresas concesionarias o permisionarias, tienen de plazo hasta el presente 2014, para asegurar una flotilla de autobuses accesibles así como las terminales. Sin embargo, ha sido muy lento el avance en la incorporación de autobuses a la flotilla vehicular y no se ha incorporado el porcentaje que cada año debía de sumarse, a partir de la reforma a la ley 7600, producida en el 2006.

Aunque no se cuenta con un porcentaje de los autobuses accesibles existentes, ya que el Consejo de Transporte Público (CTP) ha sido muy hermético en esta materia, la estimación indica que ni siquiera se ha alcanzado el 40 %. Esto hace que sea materialmente imposible que en este 2014 se logre alcanzar el 100 % de la flotilla de autobuses fijado por la ley 7600 en su artículo 45.

RECOMENDACIONES/ ARTÍCULO 9

1. Que el Estado costarricense en sus distintos estamentos, (con particular énfasis, los gobiernos locales), avancen en una política efectiva de accesibilidad en todos los ámbitos, por medio de la creación y puesta de funcionamiento efectivo de las comisiones de accesibilidad, tanto municipales (COMAD) como en las instituciones públicas, en general (CIAD).

2.  Que el Estado haga los mayores esfuerzos para hacer que el transporte público colectivo, cumpla con las disposiciones en transporte accesible, fijadas por la ley 7600 y su reforma, asegurando que el 100 % de la flota de autobuses sea accesible en el presente año 2014.
Artículo 12 – Igualdad como persona ante la ley

13. Sírvase informar los avances en la adopción del proyecto de “ley de autonomía personal de las personas con discapacidad”, y si ésta, además de eliminar la figura de la curatela, elimina también otras figuras legales que restringen los derechos de las personas con discapacidad, e incluye medidas para proporcionar asistencia en la toma de decisiones. (Informe inicial del Estado Parte, párrafo 26)

14. Por favor indique las medidas que el Estado parte ha adelantado para derogar las figuras legales de la interdicción y curatela, reguladas por el Código Civil y el Código Procesal Civil.

15. Sírvase informar si el Estado parte ha iniciado procesos de capacitación a operadores de justicia, con el objeto de fortalecer el cumplimiento del artículo 12 de la Convención.

OBSERVACIÓN ARTÍCULO 12/ Igualdad como persona ante la ley

13. El proyecto de Autonomía Personal ha sido consultado en el Congreso con las organizaciones de personas con discapacidad y otros interesados, pero aún no ha sido discutido en el plenario y será prácticamente imposible que eso ocurra en la presente legislatura que concluye en mayo del 2014. 
Este proyecto se encuentra desde hace ya casi tres años en la misma Comisión Permanente de Asuntos Sociales. Ha sido promovido, fundamentalmente, por el Movimiento de Vida Independiente (MVI). No se ha tenido un respaldo real por el ente rector para divulgar su existencia o proveer los medios para lograr su aprobación. Actualmente se está intentando redactar otro texto sustitutivo para darle mayor viabilidad. 
Queda entonces demostrado que las y los diputados del cuatrienio 2010-2014 no le pusieron el interés necesario a este importante proyecto de ley y no tuvieron la voluntad política de hacerlo avanzar. Las organizaciones de personas con discapacidad tiene cifradas las esperanzas de que las y los legisladores que inician labores en mayo, 2014 (cuatrienio 2014-2018) asuman el compromiso de impulsar y aprobar este proyecto, mediante el cual se harían efectivas disposiciones contenidas en la Convención. Ante tal perspectiva, las organizaciones estarán activas y vigilantes.
14. En el tema de la figura de la curatela y la interdicción no se ha avanzado nada. El CNREE solamente se ha limitado a pronunciarse en contra de estas figuras. Le ha faltado claridad y compromiso para destinar recursos económicos en función de divulgar o realizar un movimiento que informe adecuadamente a la población en general, sobre las consecuencias negativas de tales instituciones.

Cuando debería haber progreso en esta temática, más bien es el retroceso el que está ganando la partida. Esto se pone de manifiesto en la Ley General de Regulación Biomédica, proyecto número 17 777.  Como ustedes conocen las OPcD de Costa Rica alertamos tanto por medio del informe alternativo de agosto, 2013, como en la comparecencia del 11 de setiembre, 2013, del grave peligro que significaría la aprobación de esta ley.

Esta ley conlleva serías implicaciones en particular para las personas con discapacidad mental o intelectual (mencionadas como personas legalmente incapaces), pues según su artículo 18, éstas podrán ser objeto de investigaciones y experimentos con la autorización del curador legal; lo que contraviene de manera clara y flagrante, los artículos 12, 15 y 17, además de los principios de la CDPD e implica un lamentable retroceso.

No obstante la presión y esfuerzos de las organizaciones de personas con discapacidad, éstas no fueron debidamente consultadas en un asunto de tanto valor e interés, y el proyecto, finalmente, fue aprobado en primer debate en noviembre, 2013. Actualmente, el proyecto de ley está en consulta en la Sala Constitucional. Si ésta diera un dictamen favorable, el proyecto podría pasar a segundo debate y si es aprobado, se convertiría en ley.

15. No se ha observado progreso alguno en organización y desarrollo de procesos de capacitación a operadores judiciales en el conocimiento y aplicación práctica del artículo 12 y de la CDPD, en general. Esto hace que aunque la Convención sea una norma superior al Código Civil, la práctica judicial se conduzca por esta norma inferior y no lo que dicta el tratado en materia de capacidad jurídica de las personas con discapacidad.

RECOMENDACIONES/ ARTÍCULO 12

1. Impulsar y aprobar reformas legislativas que armonicen la normativa vigente en materia de capacidad jurídica de las personas con discapacidad y su ejercicio en arreglo a las disposiciones contenidas en el artículo 12 de la Convención; con lo cual se deberán derogar las figuras de interdicción y curatela existentes en la normativa costarricense, especialmente reguladas por el Código Civil y el Código Procesal Civil.

2. Garantizar que ninguna normativa que apruebe el Estado costarricense afecte la aplicación efectiva del artículo 12 de la Convención, ni de los artículos 15 y 17, especialmente en lo que se refiere al sometimiento a experimentos médicos o científicos sin el consentimiento libre e informado de personas con discapacidad.

3. Impulsar actividades formativas y de capacitación centradas en los contenidos de la CDPD, orientados a las y los operadores judiciales, a fin de asegurar la adecuada aplicación de todo lo referente a la personalidad jurídica y ejercicio de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad y su igual reconocimiento como persona ante la ley.

Artículo 19 – Vivir de forma independiente y ser incluido en la comunidad

20. Sírvase informar sobre medidas para facilitar que las personas con discapacidad puedan vivir incluidas dentro de la comunidad, sobre la existencia de servicios comunitarios y de apoyo, incluida la asistencia personal,  que les permita vivir de forma independiente en el lugar de su elección.

21. Por favor indique si el Estado Parte ha adelantado medidas para la desinstitucionalización de personas con discapacidad internadas en hogares, albergues, centros de protección y abrigo, hospitales psiquiátricos y otros.

OBSERVACIONES ARTÍCULO 19/ Vivir de forma independiente y ser incluido en la comunidad
20. Definitivamente en este tema, el Estado --a través del CNREE-- ha retrocedido, ya que en vez de realizar la armonización interna de sus reglamentos o crear un programa donde se brinden los servicios de apoyo como la asistencia personal, dirigidos a que las personas con discapacidad puedan optar por una vida independiente, el CNREE está traspasando estos programas al Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS), encargada del tema de la pobreza en Costa Rica. Esto es una grave limitante debido a que el IMAS no cuenta con programas y servicios similares a los que desarrolló el CNREE dirigidos a la población con discapacidad, lo que los pone en peligro de desaparecer. En este sentido, se debe afirmar que el Estado está adoptando medidas regresivas deliberadas que afectan los derechos económicos, sociales y culturales de las personas con discapacidad.
Otro problema existente es que como consecuencia de la falta de los necesarios ajustes armonizadores en la legislación nacional al marco de la Convención, se siguen exigiendo dentro de los requisitos para ser beneficiario de los programas que brinda el CNREE, el estar en estado de pobreza y de abandono, con lo cual se impide la aplicación efectiva del artículo 19 a personas con discapacidad (y a sus familias) que necesitan del apoyo del Estado para vivir de manera independiente.

Valga indicar que ya hubo un pronunciamiento de la Sala Constitucional que debería obligar a esta institución (CNREE) a brindar este apoyo, sin los condicionantes que exige actualmente. Dice así: 
“Aunado a ello, la norma asume la dependencia de la persona con discapacidad, hacia algún miembro o integrante de la familia, sin embargo, a la luz de lo establecido en la Ley número 7600 y en los instrumentos internacionales de derechos de las personas con discapacidad,  el Estado debe procurar y adoptar las medidas pertinentes que permita a los discapacitados (sic) contar con recursos propios que le permitan desenvolverse en sociedad y desarrollarse de forma independiente, en vez de compelerlos a depender de otras personas.” 
Empero este pronunciamiento hasta el presente, no ha sido tomado en cuenta dentro de las instituciones del Estado (incluido el CNREE), para brindar una mejor calidad de vida de la población con discapacidad.
21. En referencia a este punto tampoco se está realizando un esfuerzo significativo por desinstitucionalizar a las personas con discapacidad. Al contrario, cada vez se apoyan y se abren más hogares de residencia privada. Además, estos hogares no son debidamente fiscalizados por las entidades públicas a las cuales les corresponde esta obligación, con lo cual no se  garantiza que las personas con discapacidad que ahí permanecen tengan pleno derecho a desarrollar su vida independiente.

RECOMENDACIONES ARTÍCULO 19

1. Aprobar políticas públicas inmediatas que aseguren que las personas con discapacidad puedan vivir de manera independiente y dentro de la comunidad de su elección, incluyendo el acceso a una variedad de servicios públicos de asistencia domiciliaria, residencial y otros servicios de apoyo de la comunidad, incluida la asistencia personal que sea necesaria para facilitar su existencia y su inclusión en la comunidad y para evitar su aislamiento o separación de ésta
2. Eliminar requisitos y condiciones en programas y servicios públicos, que hacen que personas con discapacidad que requieren el apoyo del Estado para asegurar una vida independiente (como el de contar con asistencia personal), no los puedan cumplir con lo que no pueden ser beneficiarios de esos servicios y programas. Asimismo reconocer y apoyar a las organizaciones de personas con discapacidad y, particularmente, los centros de vida independiente, a fin de que fortalezcan su labor y puedan desarrollarse en el ámbito nacional. 
3. Asegurar las condiciones, por parte del Estado, para erradicar toda forma de institucionalización tanto generada por entidades públicas como de entidades privadas que ofrezcan servicios de estadía en sus instalaciones a personas con discapacidad.
Artículo 21 – Libertad de expresión y opinión y acceso a la información

22. Explique si existe alguna iniciativa para el reconocimiento de la lengua de señas costarricense (LESCO) como lengua oficial a nivel nacional.

OBSERVACIÓN AL ARTÍCULO 21/ Libertad de expresión y acceso a la información

22. La Lengua de Señas Costarricenses (LESCO) ha sido reconocida como lengua oficial de las personas sordas para comunicarse, de acuerdo a la ley Nro. 9049. Mediante esta ley se decreta el reconocimiento del LESCO como lengua maternal de la comunidad sorda y se indica que “El Estado, de conformidad con el artículo 78 de la Constitución Política, deberá garantizar a esta comunidad la prestación del servicio de educación obligatoria en su lengua maternal.”(Artículo 1, Ley 9049). Esta ley fue aprobada por la Asamblea Legislativa, el 7 de junio del 2012.

No obstante, esto no se ha convertido en un avance significativo para las personas sordas, en el uso del LESCO en las entidades públicas, en general, como en entidades privadas que ofrecen servicios al público.

Una situación grave reciente que tiene que ver con esa situación que limita el acceso a la información de las personas sordas, se dio en el marco de la campaña electoral que se desarrolló en el país entre octubre, 2013 y febrero, 2014. La gran mayoría de anuncios televisivos tanto emitidos por el Tribunal Supremo de Elecciones (TSE) como de los partidos políticos, no contaron con interpretación de LESCO, ni con sub-titulación.

Esto se vio agravado en los debates presidenciales televisivos. Valga decir que en esta campaña electoral, estos cinco debates celebrados en enero, 2014 y organizados por cinco televisoras (incluida la del Estado), jugaron un papel crucial para la decisión de las y los votantes a la hora de decidir su voto (para candidatos presidenciales y legisladores), según lo corroboraron las casas encuestadoras y diversos analistas políticos.

En arreglo a la normativa de Costa Rica, todos los debates presidenciales televisivos debieron contar con interpretación de LESCO o sub titulación para asegurar el acceso a tan valiosa información para las personas sordas. Sin embargo, eso no se dio así: Sólo uno de los cinco debates contó con el servicio de interpretación de LESCO, de manera directa (Debate de SINART, la televisora estatal) y otro que se retrasmitió al día siguiente. Los de mayor audiencia no contaron con la posibilidad de que las personas sordas, los pudieran seguir.

Esta situación afectó de manera muy significativa a la comunidad de personas sordas de Costa Rica, con lo cual se le violó el artículo 21 de la convención así como el 29, con respecto a las limitaciones en su derecho a la participación política. Aquí cabe responsabilizar de esta falla, principalmente al TSE, que es la entidad que debía asegurar tal accesibilidad informativa.

Ante esta situación, las personas sordas se han movilizado y han emprendido acciones para evitar que tal forma de exclusión vuelva a repetirse
. Catorce recursos de amparo fueron presentados ante la Sala Constitucional ante tan flagrante disposiciones contenidas en la Ley 7600 y la Convención.
RECOMENDACIÓN ARTÍCULO 21

1. Que el Estado costarricense, a través de su Tribunal Supremo de Elecciones (TSE), garantice el acceso a la información y comunicación a las personas sordas tanto durante todo el proceso electoral como el acto de sufragar en los recintos electorales y, muy especialmente, en todos los debates presidenciales y otras actividades de difusión electoral televisiva.

Artículo 24 – Educación

24. Sírvase indicar en qué medida se matricula a niños, niñas y jóvenes con discapacidad en el sistema de educación inclusiva dentro de la educación nacional; por favor proporcione información desagregada por sexo, edad, discapacidad, ubicación urbana y rural. Así mismo sírvase informar sobre estrategias para incluir a personas adultas con discapacidad que no tuvieron oportunidad de educarse anterior a la adopción de la Convención, en los programas o estrategias de educación inclusiva para adultos.

25. Por favor indique si existen estrategias para la formación de docentes y profesionales para la educación inclusiva de personas con discapacidad, y en qué medida se fomenta la contratación de personas con discapacidad en la carrera docente y de formación de otros profesionales en las distintas disciplinas para incluir el enfoque de la discapacidad en las carreras.

OBSERVACIÓN ARTÍCULO 24/ Educación

25. Tanto las universidades públicas como privadas que forman docentes mantienen segregadas las carreras y los Currículo para educación regular y educación especial. No ha habido hasta el presente ningún esfuerzo propio de las escuelas y facultades de educación, ni una política estructural del Ministerio de Educación Pública (MEP) dirigida a formar educadoras y educadores en el marco de una educación inclusiva, de calidad, que respecte y celebre las diferencias. 

A raíz de ello se tiende perpetuar un sistema educativo que separa la educación regular y la especial, y se mantiene a muchos estudiantes con discapacidad en ambientes diferenciados y segregados.

La excepción de esta situación la constituye la creación y funcionamiento del Centro Nacional de Recursos para la Educación Inclusiva (CENAREC), cuya función principal es capacitar a docentes, personas con discapacidad y familiares en los contenidos y propósitos de la educación inclusiva.

El CENAREC es un órgano descentralizado del MEP (dependen del MEP pero tiene autonomía funcional). Fue creado en el año 2002 mediante el Decreto Ejecutivo N° 30224-MEP.

De esta manera, aunque los esfuerzos del CENAREC se orientan a la implementación de la educación inclusiva en el país mientras el MEP y las universidades, no impulsen la formación de educadores, en el marco general de este tipo de educación, el avance efectivo de la educación inclusiva, será limitado. Es decir se requiere que las y los docentes, cumpliendo el artículo 24 de la Convención, se formen para ofrecer educación inclusiva y de calidad a todos las y los educandos, incluidas las personas con discapacidad. La labor de capacitación en educación inclusiva que ofrece el CENAREC, es complementaria pero resulta insuficiente para lograr asegurar el cambio deseado en educación inclusiva y de calidad para las personas con discapacidad.
RECOMENDACIÓN ARTÍCULO 24:

1. Que el Estado costarricense, con el fin de impulsar y lograr avances efectivos en materia de educación inclusiva, a través del Ministerio de Educación Pública (MEP) y las Universidades del país que forman docentes, reformule la formación actual, a fin de que todas y todos los educadores se formen dentro de los postulados y un sistema de educación inclusiva y de calidad, que respecte y celebre las diferencias, eliminando cualquier forma de educación que segregue o discrimine a las personas con discapacidad.

Artículo 29 – Participación en la vida política y pública

33. Sírvase informar si existen disposiciones legales que limiten a las personas con discapacidad, en particular, con discapacidad  intelectual y/o psicosocial, del derecho al voto y a la participación política.

OBSERVACIÓN ARTÍCULO 29/ Participación política y pública

33. En Costa Rica no existe normas legales que en forma explícita limiten a las personas con discapacidad del ejercicio de sus derechos políticos, incluidos el derecho al voto.

No obstante esta situación favorable, que incluye a las personas con discapacidad intelectual o psicosocial, se pueden presentar situaciones que personas con discapacidad declaradas en estado de interdicción, se les impida el derecho al sufragio. Este es efectivamente lo que se dio el domingo, 2 de febrero del 2014, cuando se efectuaron las elecciones nacionales para elegir Presidente y diputados a la Asamblea Legislativa.

En esta fecha, los hermanos César y Vladimir Villalta Calvo , con cédulas número 1-1022-0758, y 2-0655-0838, no pudieron votar, al llegar al recinto designado por el TSE y no aparecer sus nombres en el padrón electoral. Ambos son personas con discapacidad intelectual.

Ellos pudieron ejercer su derecho al voto en las elecciones anteriores, celebradas en el año 2010. Las razones por la que fueron borrados, en esta ocasión, del padrón electoral, las conocieron posteriormente al evento electoral de ese día 2 de febrero. Un juez de familia dio la orden de separarlos del padrón, a los ciudadanos antes mencionados ya que anteriormente había tramitado una petición de “insania”, gestionada por la madre de las mencionadas personas. Ella gestionó ese ‘proceso de insania’ (sic) en virtud de que es un requisito exigido para tramitar la pensión por “incapacidad intelectual”  para los hijos de educadores, en caso que fallezcan sus padres. Valga indicar que ambos padres son docentes jubilados.
La acción emanada del Juez de Familia para proteger a los Villalta Calvo, en cuanto a una posible desprotección al morir sus padres, se hace cumpliendo la normativa vigente en la materia (que va contravía de disposiciones de la Convención) pero es el único camino para resolver la válida preocupación de los dos jóvenes con discapacidad intelectual, sin embargo, no es de ninguna manera aceptable que se extienda hasta limitar su derecho al voto. Para tener derecho a la pensión de sus padres, los hermanos Villalta Calvo debieran ser declarados ‘insanos’, viendo eliminados sus derechos al ejercicio de su capacidad jurídica a una extensión tal que llega a les impedir el derecho al sufragio, en una contravención clara a lo dispuesto en los artículos 12, 19 y 29 de la Convención y al Código Electoral vigente de Costa Rica.

La acción emanada del Juez de Familia para ‘proteger’ a los Villalta Calvo es un ejemplo claro del proceso perverso que expone a personas con discapacidad (en este caso, intelectual) a formas combinadas de discriminación.
RECOMENDACIONES/ ARTÍCULO 29

1. Que el Estado costarricense y, en particular, su Tribunal Supremo de Elecciones (TSE), en estricto cumplimiento de los artículo 12 y 29 de la Convención, asegure los derechos políticos y su ejercicio, , a todos los ciudadanos y ciudadanas con discapacidad, incluidos los con discapacidad intelectual y psicosocial, y que sea garantizado que los procedimientos, instalaciones y materiales electorales sean accesibles e inclusivos para todas las personas con discapacidad.
Artículo 33 – Seguimiento y aplicación nacional

35. Por favor informe si el CNREE ha sido nombrado formalmente como la entidad encargada de coordinar la aplicación de la Convención a nivel nacional, en acuerdo con el párrafo 1 del artículo 33. De igual manera, sírvase informar sobre la designación del mecanismo independiente que supervise dicho cumplimiento, en acuerdo con el párrafo 2 del mismo artículo, y sobre la participación de la sociedad civil, en particular las personas con discapacidad y las organizaciones que las representan en ambos mecanismos.

36. Tomando en consideración las directrices para la presentación de informes por los Estados Partes a la CRPD, sírvase proporcionar información sobre las medidas adoptadas para garantizar el respeto, protección y asegurar el cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad, establecidos en los artículos 8 (Toma de conciencia), 16 (Protección contra la explotación, la violencia y el abuso), 17 (Protección de la integridad personal), artículo 22 (Respeto de la privacidad), y artículo 23 (Respeto del hogar y de la familia).

OBSERVACIÓN ARTÍCULO 33/ Seguimiento y aplicación nacional

35. No existe ninguna iniciativa de parte del Estado, ni para el Poder Ejecutivo ni Legislativo, dirigida a que el CNREE se convierta, formalmente, en la entidad pública encargada de impulsar y coordinar interinstitucionalmente la aplicación de la Convención en el ámbito nacional, en acuerdo con el párrafo 1 del artículo 33 de la Convención. 

Lo que existe relacionado con este tema es un proyecto que surge de la iniciativa de la sociedad civil, que se tramita en la Asamblea Legislativa bajo el expediente 18 547, orientado a reformar la Ley constitutiva del CNREE (Ley 5347) con el fin de que se convierta en una verdadera entidad rectora en el campo de la discapacidad,  se ajusten y armonicen sus funciones y obligaciones con la Convención para que cumpla lo que dispone el inciso 1 del artículo 33 y se le cambie el nombre a Consejo Nacional sobre Discapacidad (CONADIS), pero esta iniciativa marcha muy lentamente, y no sabemos a ciencia cierta si será considerado como prioridad en el Plenario Legislativo, al final de la presente legislatura que termina en mayo, 2014 o será del interés de las y los diputados de la Asamblea Legislativa que inician funciones el 1 de mayo del presente año 2014.

Es oportuno recalcar que este tipo de iniciativas han sido impulsadas por organizaciones de la sociedad civil o, en forma aislada, por diputados y diputadas que han querido asumirlas o apoyarlas. Es decir, no provienen del interés y de un impulso del Estado; con lo cual no se percibe un compromiso amplio y serio de implementar la Convención, de acuerdo a las obligaciones generales fijadas en el artículo 4 y de las disposiciones que aparecen a lo largo del tratado.

Por otra parte, no se percibe un esfuerzo correctivo ni del Ministerio de Relaciones Exteriores (Cancillería), ni del CNREE a fin de resolver a la luz de lo que dispone el inciso 2 del artículo 33 de la Convención, la designación del mecanismo independiente que supervise el cumplimiento del tratado.

En el informe alternativo que presentamos 31 OPcD en agosto del 2013, indicamos que la Cancillería, en coordinación y con la venia del CNREE, no había sabido interpretar correctamente ni el espíritu y ni el alcance de este inciso 2 del artículo 33, ya que había designado para que jugara este importantísimo papel, a una Comisión Interinstitucional, compuesta por entidades ejecutoras (incluido el mismo CNREE), que las convierte en jueces y parte del proceso de supervisión del cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad. Insistimos que un componente esencial de este mecanismo supervisor es la independencia (“Principios de París”) y que la composición del mecanismo definido, no lo garantiza.

Planteamos asimismo que la institución más adecuada para jugar este rol es la Defensoría de los Habitantes, en tanto es la entidad pública que tiene mayores características que la acreditan como institución nacional de derechos humanos, tal como las perfilan “Los Principios de París”. 

En diciembre, 2013 sostuvimos un encuentro con la Señora Ofellia Taitelbaum, Defensora de los Habitantes en la que le expresamos nuestra preocupación sobre esta otra manifestación de incumplimiento de la CDPD y ella estuvo enteramente de acuerdo con lo manifestado, así como sobre la plena disposición de la Defensoría de jugar un activo rol supervisor en el cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad.

Otro componente importante de esta designación inadecuada de la Cancillería y el CNREE es que no hubo ninguna consulta a las personas con discapacidad, través de sus organizaciones representativas. Con ello se violó el párrafo 3 del artículo 4 de la Convención, en un asunto tan relevante y delicado.

Esta situación nos preocupa mucho ya que sabemos que es que este mecanismo o institución independiente, debe jugar un rol muy importante (en coordinación con las organizaciones de la sociedad civil), en el seguimiento de las observaciones y recomendaciones que emita el Comité Internacional, una vez que concluya el proceso de examen del informe presentado por el Estado.

En perspectiva nos inquieta sobremanera que las observaciones y recomendaciones que sobrevendrán en los meses venideros, sean asumidas por una instancia que no asegura un funcionamiento independiente.
RECOMENDACIONES/ ARTÍCULO 33

1. Que el Estado costarricense designe, por medio de una norma legislativa, a la institución pública encargada de impulsar y coordinar interinstitucionalmente, la aplicación de las disposiciones de la Convención, en arreglo a lo establecido por el párrafo 1 del artículo 33 del tratado.

2. Que el Estado costarricense a través del mecanismo institucional definido para estos casos, designe, por medio de una norma legislativa y con presupuesto adecuado, a la Defensoría de los Habitantes, institución nacional de derechos humanos, para que sea la encargada de supervisar, con independencia, la aplicación de los derechos de las personas con discapacidad contenidos en la Convención  y en otros instrumentos normativos del sistema jurídico de Costa Rica.

3. Que una vez que sea designada esta institución supervisora, involucre y coordine estrechamente con las organizaciones de la sociedad civil, particularmente, las organizaciones de personas con discapacidad, en los esfuerzos de supervisión y de vigilancia, con especial énfasis en el seguimiento de las observaciones y recomendaciones que emita este Comité, a partir del primer informe presentado por el Estado costarricense.

San José, Costa Rica, febrero, 2014
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ANEXOS:

Anexo 1:

Comunicado de prensa:

Denuncian en Comité de ONU en Ginebra incumplimiento 
de los derechos de personas con discapacidad en Costa Rica

El 11 de setiembre pasado una delegación de representantes de organizaciones de personas con discapacidad de Costa Rica, compareció ante el Comité de las Naciones Unidas para fijar su visión crítica sobre la situación de los derechos de las personas con discapacidad y cuestionar componentes sustantivos del informe oficial presentado en mayo del 2011. 

El encuentro con el Comité Internacional de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, se celebró en Ginebra en el Palacio Wilson, sede de la Oficina de la Alta Comisionada de Derechos Humanos de la ONU.

El 29 de setiembre del 2008, el Gobierno promulgó la ley número 8661, mediante la cual el Estado costarricense ratificó la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad y su protocolo facultativo.

“Después de cinco años de su entrada en vigor, las instituciones públicas han hecho casi nada en función de implementar las disposiciones de este tratado internacional. El desconocimiento de los contenidos de este tratado, que es el primero del Siglo XXI del sistema de Naciones Unidas, es una realidad tan triste como desafiante para el conjunto de las entidades públicas, que ya deberían haber elaborado un programa para su aplicación efectiva”, expresó Luis Fernando Astorga Gatjens, Director Ejecutivo del Instituto Interamericano sobre Discapacidad y Desarrollo Inclusivo (IIDI) y uno de los dos delegados ante el comité de la ONU.

Esta convención tiene carácter supra legal de acuerdo a lo que establece el artículo 7 de la Constitución Política de Costa Rica e, incluso, tratándose de un tratado de derechos humanos, podría adquirir rango supra-constitucional, en arreglo a la jurisprudencia de la Sala Constitucional en esta materia.

El Estado costarricense –según lo fijado en el artículo 35 del tratado--, debió de presentar un primer informe de cumplimiento, que cubre los dos primeros años de vigencia del tratado (desde el 29 de setiembre del 2008 a la misma fecha del 2010). A petición de la Cancillería el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE) elaboró el informe, que fue enviado al Comité Internacional de la Convención en mayo del 2011.

Este informe está en proceso de estudio en el seno del comité de la ONU que funciona en Ginebra. “Desafortunadamente, el informe elaborado no refleja la situación real de los derechos de las personas con discapacidad y no cumplió cabalmente las directrices emanadas por el Comité, para la elaboración de este tipo de informes”, resaltó Éricka Álvarez, representante del Foro por los Derechos de las Personas con Discapacidad y delegada también en la comparecencia.

“La situación en materia de discriminación y exclusión que afecta las personas con discapacidad en el país, no se retrata adecuadamente en el informe oficial. Los limitados avances alcanzados se refieren  más a la ley 7600 que a la Convención de la ONU. Este informe más que un informe “realidad” es un informe edulcorado, un informe corrongo” subrayaron los delegados de sociedad civil.

El país sigue manteniendo una enorme deuda social frente a la población con discapacidad, que se manifiesta a través de los serios problemas de cumplimiento de derechos como el de la salud, de la educación (inclusiva y de calidad), del empleo, de la protección social, del libre acceso para la movilidad física y para la comunicación e información, entre otros. No por causalidad la Defensoría de los Habitantes ha colocado a las personas con discapacidad “entre los más excluidos entre los excluidos”.

Ante un informe tan incompleto y poco fiel a la realidad, un conjunto de organizaciones de personas con discapacidad iniciamos a finales del 2012 un proceso que culminó en agosto pasado, en un Informe Sombra, que cuestiona aspectos sustantivos del informe del Estado. Treinta y una organizaciones suscribieron este informe alternativo enviado al Comité de la ONU.

El 11 de setiembre pasado una delegación de representantes de organizaciones de personas con discapacidad, compareció ante este comité para fijar su visión crítica sobre la situación de los derechos de las personas con discapacidad y cuestionar componentes sustantivos del informe oficial. 

El comprometido y laborioso esfuerzo profesional de las organizaciones de personas con discapacidad, se vio retribuido a través de la conducta receptiva del Comité que elaborará, con los insumos proporcionados, una lista de preguntas al Estado para que complete, detalle y hasta corrija elementos del informe presentado.

Dos elementos relevantes cuestionados en el Informe Alternativo es el hecho de que todavía el Estado no ha designado la entidad pública que debe impulsar la implementación del tratado y la coordinación interinstitucional, en función de que se avance por medio de políticas públicas inclusivas, transversales y dotadas de presupuesto.

Por otra parte, la Cancillería ha incurrido en un grave error al no designar a la Defensoría de los Habitantes para la promoción, seguimiento y vigilancia del cumplimiento de los derechos humanos, contenidos en el tratado. La Cancillería ha hecho recaer esta función en una comisión inter-institucional que no es independiente y que sería juez y parte en la materia. La Convención establece en el inciso 2 del artículo 33 de la Convención, que esta labor tan relevante la debe cumplir una institución nacional de derechos humanos independiente.

Para las personas con discapacidad no hay mucho que celebrar en este quinto aniversario de entrada en vigor del tratado, ya que como indicamos en el informe “cuando la Convención debió ser un viento fuerte de cambio favorable para mejorar la vida de las personas con discapacidad de Costa Rica, hasta ahora es apenas una brisa débil, casi imperceptible”.

Anexo 2:

Artículo publicado por el diario “La Nación”

Costa Rica incumple la Convención sobre 

los derechos de las personas con discapacidad

“Cuando la Convención debió ser un viento fuerte de cambio favorable para mejorar la vida de las personas con discapacidad de Costa Rica, hasta ahora es apenas una brisa débil, casi imperceptible”.

Luis Fernando Astorga Gatjens

El 29 de setiembre del 2008, el Gobierno promulgó la ley 8661 mediante se ratificó la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad. Pero después de cinco años  de vigencia hay poco que celebrar.

Las instituciones públicas han hecho muy poco o nada en función de implementar las disposiciones de este tratado internacional. El desconocimiento de sus contenidos es una realidad tan triste como desafiante para el conjunto de las entidades públicas, que ya deberían haber elaborado un programa para su aplicación efectiva.

Esta convención tiene carácter supra legal de acuerdo a lo que establece el artículo 7 de la Constitución Política e, incluso, tratándose de un tratado de derechos humanos, podría adquirir rango supra-constitucional, en arreglo a la jurisprudencia de la Sala Constitucional.

El Estado costarricense –según lo fijado en el artículo 35 del tratado--, debió de presentar un primer informe de cumplimiento, que cubre los dos primeros años de vigencia del tratado (29 de setiembre, 2008-2010). A petición de la Cancillería el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE) elaboró el informe, que fue enviado al Comité Internacional de la Convención en mayo del 2011.

Este informe está en proceso de estudio en el seno del comité de la ONU que funciona en Ginebra. Desafortunadamente, el informe elaborado no refleja la situación real de los derechos de las personas con discapacidad y no cumplió cabalmente las directrices emanadas por el Comité, para la elaboración de este tipo de informes.

La situación en materia de discriminación y exclusión que afecta las personas con discapacidad no se retrata adecuadamente en el informe oficial. Los limitados avances alcanzados se refieren  más a la ley 7600 que a la Convención de la ONU. Este informe más que un informe “realidad” es un informe edulcorado, un informe corrongo.

El país sigue manteniendo una enorme deuda social frente a la población con discapacidad, que se manifiesta a través de los serios problemas en salud, educación, empleo, protección social, accesibilidad física, informativa y de comunicación, entre otros.  No por causalidad la Defensoría de los Habitantes ha colocado a las personas con discapacidad “entre los más excluidos entre los excluidos”.

Ante un informe tan incompleto y poco fiel a la realidad, un conjunto de organizaciones de personas con discapacidad iniciamos a finales del 2012 un proceso que culminó en agosto pasado, en un Informe Sombra, que cuestiona aspectos sustantivos del informe del Estado. Treinta y una organizaciones suscribieron este informe alternativo enviado al Comité de la ONU.

El 11 de setiembre pasado una delegación de representantes de organizaciones de personas con discapacidad, compareció ante este comité para fijar su visión crítica sobre la situación de los derechos de las personas con discapacidad y cuestionar componentes sustantivos del informe oficial. 

El comprometido y laborioso esfuerzo profesional de las organizaciones se vio retribuido a través de la conducta receptiva del Comité que elaborará, con estos y otros insumos, una lista de preguntas al Estado para que complete, detalle y hasta corrija elementos del informe presentado.

Dos elementos relevantes cuestionados en el Informe Alternativo es el hecho de que todavía el Estado no ha designado la entidad pública que debe impulsar la implementación del tratado y la coordinación interinstitucional, en función de que se avance mediante políticas públicas inclusivas, transversales y dotadas de presupuesto.

Por otra parte, la Cancillería ha incurrido en un grave error al no designar a la Defensoría de los Habitantes para la vigilancia del tratado. Se ha hecho recaer esta función en una comisión inter-institucional que no es independiente y que sería juez y parte en la materia. La Convención establece en el inciso 2, artículo 33 que esta labor tan relevante la debe cumplir una institución nacional de derechos humanos independiente, que cumpla los “Principios de París”.

Anexo 3:

A 16 AÑOS DE PROMULGACIÓN:
Constantes denuncias por incumplimiento de Ley 7600 inquietan a Defensoría de los Habitantes

· Problemas para acceder a vehículos de transporte público figuran entre principales denuncias
(www.crhoy.com/constantes-denuncias-por-incumplimiento-de-ley-7600-inquietan-a-defensoria-de-los-habitantes/)
A pesar de que la Ley 7600 -que vela por la igualdad para personas con algún tipo de discapacidad-  rige desde 1996, los casos por incumplimiento de dicha normativa se siguen presentando constantemente ante la Defensoría de los Habitantes.

Según el informe de labores 2012-2013 emitido por esa institución, las denuncias sobre inaccesibilidad al transporte público, al espacio físico, así como barreras arquitectónicas forman parte de las problemáticas que este sector de la población debe enfrentar.

A eso se suman casos por barreras para gestionar procedimientos, ya que en muchos casos las instituciones no cuentan con personal capacitado para atender a plenitud a personas con discapacidad.

Por ejemplo, la Defensoría recibió en el último año el caso sobre una problemática de una persona sorda para gestionar su licencia de conducir.

“Se recibió una denuncia contra el Colegio de Médicos ya que el Comité de Licencias de Conducir de esa entidad, que debe atender a las personas con discapacidad para valorar si son aptas para manejar automóviles, no atendió a una persona sorda utilizando la Lengua de Señas Costarricense (LESCO), tal y como lo establece la Ley 7600, así como la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad”, señala el informe.

Sin embargo, Ofelia Taitelbaum, Defensora de los Habitantes, afirmó que otros temas que le causan preocupación son el pésimo estado de las aceras y el faltante de rampas en los autobuses. Sobre esto último, existe una modificación al reglamento que le otorgó oportunidad a las empresas autobuseras de cumplir con los requisitos hasta 2014.

“No hay una política integral que atienda a las personas (…) se hizo una reforma de la Ley, con la condición de que ellos iban a acondicionar las flotillas poco a poco. Pero a estas alturas ellos deberían estar casi listos, porque les queda apenas un año. Muchas veces la mayoría van cumpliendo pero no utilizan las rampas y estas se dañan”, citó Taitelbaum.

Según la Defensora, han tenido reportes de casos en los que adultos mayores o personas con discapacidad no pueden ingresar plenamente a los vehículos de transporte público porque las rampas no funcionan.

Otros fallos en el incumplimiento de la ley que se han podido detectar en los últimos meses son: dificultades de inclusión laboral, inaccesibilidad a servicios sanitarios en edificios y cajeros automáticos inaccesibles.

Bernal Monge, abogado especialista en este tipo de casos, considera que nuestro país ha avanzado en lograr condiciones de igualdad, pero dice que el trámite ha sido mucho más lento de lo que se estipulaba.

“Se han visto mejoras, pero no son mejoras suficientes o como hubiéramos querido (…) como gremio de personas con discapacidad esperábamos que hace siete años todo estuviera mucho mejor”, dijo Monge.

Finalmente, Taitelbaum señaló que en la Defensoría se mantienen alertas ante el reporte de casos.

A principios de julio, la fracción del Partido Accesibilidad Sin Exclusión (PASE) presentó un recurso de amparo contra municipalidades, por el irrespeto a la ley 7600 en lo que respecta a la obligatoriedad de los gobiernos locales de velar porque existan aceras y vías transitables para las personas con discapacidad y ciudadanía en general.
� El Programa de Estado de la Nación (PEN) es un programa de investigación y formación sobre desarrollo humano sostenible que pertenece al Consejo Nacional de Rectores (CONARE), a donde se agrupan las cuatro universidades públicas de Costa Rica. Brinda información relevante para la formulación de políticas públicas y opinión crítica de la ciudadanía sobre temas estratégicos, tanto en Costa Rica como en Centroamérica, a través de sus tres principales productos: Informe Estado de la Nación, Estado de la Región y Estado de la Educación. www.estadonacion.or.cr/quienes-somos


� www.elcomercio.com/mundo/Costa_Rica-desilgualdad-coeficiente_de_Gini-CEPAL_0_1028297424.html


�  “ARTÍCULO 7º.- Los tratados públicos, los convenios internacionales y los concordatos, debidamente aprobados por la Asamblea Legislativa, tendrán desde su promulgación o desde el día que ellos designen, autoridad superior a las leyes”, http://www.pgr.go.cr/scij/busqueda/normativa/normas/nrm_repartidor.asp?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=871&nValor3=74424&strTipM=TC.


� www.crhoy.com/asociacion-de-sordos-prepara-protesta-contra-canal-7-y-9-w5ninx/





